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ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

DEPARTAMENTO DE TRANSPORTE
SECRETARÍA DE TRANSPORTE
WASHINGTON, DC
ACEPTACIÓN DE PASAJES DE COMPAÑÍAS AÉREAS NACIONALES EN VIRTUD DE LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DE SEGURIDAD DE LA AVIACIÓN Y EL TRANSPORTE 

AVISO

El 14 de noviembre de 2002, el Departamento de Transporte (DOT, por sus siglas en inglés) publicó un aviso en el que ofrecía una orientación para las compañías aéreas y los viajeros en relación con la obligación de las compañías aéreas, conforme al artículo 145 de la Ley de Seguridad de la Aviación y el Transporte (Aviation and Transportation Security Act, P.L. 107-71, 115 Stat. 645, del 19 de noviembre de 2001; en adelante, la “Ley”), de transportar a pasajeros de compañías aéreas que hayan dejado de operar por insolvencia o quiebra. Dicho aviso, publicado tras el cese de las operaciones de National Airlines el 6 de noviembre de 2002, había ido precedido de otro aviso similar publicado el 8 de agosto de 2002, tras el cese de los servicios de Vanguard Airlines en julio de 2002. Ambos avisos tenían por objeto facilitar orientación inmediata en respuesta a las numerosas quejas de pasajeros con pasaje y a las consultas de las compañías aéreas. Además, el aviso del 14 de noviembre también pedía comentarios de compañías aéreas y viajeros sobre el costo que suponía para los transportistas el traslado de los pasajeros de empresas que habían dejado de prestar servicios. El objeto de este aviso es responder a dichos comentarios.

El artículo 145 exige, básicamente, que las compañías aéreas que operan en la misma ruta que un transportista insolvente que haya dejado de prestar servicios brinde transporte a los pasajeros con pasaje del transportista insolvente "en la medida de lo posible". En nuestros anteriores avisos se mencionaban diversos factores que tendríamos en cuenta al determinar si las compañías aéreas cumplen lo previsto en el artículo 145.
 Expresábamos, entre otras cosas, nuestra opinión preliminar de que, como mínimo, el artículo 145 exige que los pasajeros titulares de pasajes confirmados válidos, sean de papel o electrónicos, de un transportista insolvente o en quiebra, sean transportados por otras empresas de transporte que operan en la ruta para la que el pasajero tiene pasaje, en función del espacio disponible y sin cargos adicionales significativos.
 No obstante, dejamos claro en nuestra orientación que no creíamos que el Congreso tuviera la intención de prohibir a los transportistas que recuperasen de los pasajeros a los que atendieran las cantidades derivadas del costo real de proporcionar dicho transporte. Afirmábamos que no preveíamos que tales costos fueran superiores a 25 dólares, cuantía que, expresamos con claridad, era un cálculo de la magnitud de los costos directos adicionales en los que podrían incurrir los transportistas al transportar a pasajeros afectados en lista de espera.
  

En nuestro aviso del 14 de noviembre, en respuesta a la preocupación expresada informalmente por varios transportistas porque nuestro cálculo de 25 dólares es demasiado bajo, pedimos formalmente que cualquier compañía aérea o persona que considerase que el cálculo de 25 dólares del Departamento es insuficiente o superior a lo necesario para cubrir los costos directos derivados de atender a pasajeros con pasaje en función del espacio disponible se pusiera en contacto con el Departamento y formulase sus comentarios por escrito, así como datos sobre costos que respaldaran dicha postura. Nuestra petición formal de comentarios escritos se hizo cuando los transportistas que se habían quejado no respondieron a nuestras peticiones anteriores, de carácter informal, para que facilitaran dicha información, y después de recibir informes según los cuales se había cobrado a los consumidores, al menos inicialmente, una cantidad muy superior a 25 dólares por el transporte.

Delta Airlines (“Delta”), American Airlines (“American”), America West Airlines (“America West”) y United Airlines (“United”) formularon comentarios en respuesta a nuestra petición. Lamentablemente, ninguno de estos transportistas ha facilitado información en relación con nuestra petición o que demostrase que los costos eran superiores a 25 dólares por trayecto para el transporte en función del espacio disponible. Por el contrario, Delta y American alegaron que el Departamento carecía de facultades para establecer tarifas, y que la sugerencia del Departamento de que, a los efectos previstos en el artículo 145, 25 dólares por trayecto es un cálculo razonable del costo en que incurre un transportista que proporciona transporte alternativo en función del espacio disponible constituye establecimiento de tarifas.
  Ambas compañías alegan también que, aun cuando el Departamento tuviera, en virtud del artículo 145, facultades para revisar si son razonables las tasas cobradas por atender a pasajeros de otra compañía aérea, es el mercado el que debería imponer la cuantía de ese cargo. American alega que en un entorno liberalizado, los pasajeros deberían asumir el riesgo de reservar con un transportista financieramente débil y, según American y Delta, lo que impone el mercado es la "tasa normalizada por reemisión de pasaje" de las compañías aéreas que se cobra a los pasajeros que pagan sus pasajes y que, con arreglo a las condiciones de su contrato de transporte con la compañía aérea, cambian voluntariamente sus planes de viaje. Los transportistas alegan además que cobrar a los pasajeros de otra compañía aérea que ha dejado de operar conforme al artículo 145 una cantidad inferior a la "tasa normalizada por reemisión de pasaje" es injusto para los pasajeros que deben abonar sus pasajes. American afirma también en sus comentarios que no hemos abordado adecuadamente sus preocupaciones sobre la determinación de la validez de los pasajes, especialmente de los pasajes electrónicos, de pasajeros que quieren ser atendidos en virtud de lo previsto en el artículo 145.

Por su parte, America West y United afirman que sus respectivos costos para proporcionar transporte alternativo en función del espacio disponible superan los 25 dólares por trayecto. Sin embargo, ninguna de las dos compañías ha facilitado información que respalde dicha afirmación, como pidió el Departamento. Según America West, los costos asociados al transporte de pasajeros de una compañía aérea que ha dejado de operar implican tener en cuenta los retrasos, la seguridad y la inspección de equipajes, y el fraude, y podrían variar en función del mercado, la hora del servicio y la temporada. En consecuencia, dice el transportista, no ha tenido tiempo suficiente para documentar todos estos costos. Manifiesta que, en lugar de ello, decidió cobrar a estos pasajeros la misma tarifa que cobraría a los empleados por amigos y familiares, con arreglo a su sistema de "pases para amigos", que permite que estas personas viajen en función del espacio disponible.
  United afirma que, merced a su revisión "preliminar", está convencida de que sus costos superan los 25 dólares por trayecto, pero que, debido a la falta de tiempo inmediatamente después del cierre de Vanguard y de National para realizar análisis de costos detallados, y en virtud del pequeño número de pasajeros afectados, decidió cobrar por norma a los pasajeros afectados 25 dólares por trayecto. United declara que, dado que ha decidido atenerse al importe sugerido de 25 dólares, no desea soportar en este momento la carga de facilitar información sobre costos. Sin embargo, United señala que existen diversos factores que podrían afectar a sus costos cuando se aplique el artículo 145 en el futuro, como el costo del combustible, el número de pasajeros afectados y los itinerarios correspondientes, tales como los trayectos nacionales frente a los internacionales. United afirma que, en algunos casos, podría  cobrar una cantidad superior a 25 dólares por trayecto, aunque añade que avisará al Departamento antes de hacerlo.

No vemos ninguna razón, basándonos en los comentarios facilitados, para modificar nuestra orientación respecto de la aplicación por los transportistas de lo previsto en el artículo 145. Consideramos especialmente poco convincente el argumento de Delta y American de que carecemos de facultades para dar orientaciones respecto del artículo 145, y que nuestras medidas constituyen establecimiento ilegal de tarifas. Igualmente poco convincente es el argumento de los transportistas de que lo que denominan tarifa "de mercado", es decir, cualquier tarifa que esos transportistas decidan cobrar, es lo que pretendía el Congreso al exigir que los transportistas atendieran a los pasajeros desplazados "en la medida de lo posible".
  

No estamos fijando tarifas, como sugieren Delta y American. Como afirmamos en nuestros anteriores avisos, al exigir a los transportistas que atiendan a los pasajeros de un transportista fallido "en la medida de lo posible", es razonable suponer que el Congreso no tenía la intención de prohibir a los transportistas que recuperasen unas cantidades mínimas asociadas al costo real de proporcionar transporte alternativo.
 La adopción del argumento del cobro "de mercado" de Delta y American despojaría de sentido el artículo 145. Antes de la promulgación del artículo 145, las compañías aéreas tenían libertad para transportar a los pasajeros de un transportista que había dejado de operar en lista de espera o con pasaje confirmado al costo que estimaran oportuno. Si, como sugieren Delta y American, el Congreso tenía la intención de permitir que los transportistas continuaran cobrando a los pasajeros de transportistas que habían dejado de operar lo que se conoce como tarifa "de mercado", es decir, cualquier tarifa que estimasen oportuna los transportistas, entonces el Congreso no habría tenido ninguna necesidad de promulgar el artículo 145.
  

Además, no es pertinente el argumento de los transportistas de que es injusto cobrar a un pasajero del artículo 145 menos de lo que cobran a sus propios pasajeros cuando desean cambiar el pasaje. American y Delta cobran a algunos de sus pasajeros de vuelos nacionales una "tasa normalizada por reemisión de pasaje" en virtud de las condiciones de su contrato de transporte con la respectiva compañía aérea por la tarifa con la que se les emitió el pasaje, pero sólo después de que estos pasajeros han cambiado voluntariamente el plan de viaje estipulado en el contrato de transporte. Estas tasas por cambio se cobran en gran medida no sólo para recuperar los costos de reemisión del pasaje, sino para diferenciar un producto de otro, es decir, como "multa" a fin de influir en el comportamiento de compra de los pasajeros. De hecho, algunos pasajeros de American y Delta que abonan sus pasajes pueden modificar su plan de viaje a voluntad y no se les exige pagar ninguna tasa por "reemisión de pasaje".  

Creemos que las prácticas habituales en el establecimiento de precios de las compañías aéreas muestran indicios fehacientes de que la "tasa normalizada de reemisión de pasaje" de 100 dólares de los transportistas en vuelos nacionales supera con creces los costos derivados de prestar dicho servicio.
   Cada día, Delta y American cobran a decenas de miles de sus pasajeros menos de 100 dólares por trayecto, impuestos incluidos, por su transporte aéreo. De hecho, las estadísticas presentadas por Delta al Departamento muestran que en el segundo trimestre del 2002, más de tres millones de pasajeros que abonan sus pasajes, alrededor del 36 por ciento, pagaron menos de 100 dólares por trayecto para viajar con el transportista.
  De modo similar, las estadísticas facilitadas por American al Departamento muestran que, durante el mismo periodo, más de 2.300.000 de pasajeros, alrededor del 28 por ciento, pagaron menos de 100 dólares por trayecto para viajar con el transportista. Por lo tanto, parece que salvo que esos dos transportistas ofrezcan un gran porcentaje de su inventario de asientos a un precio inferior al de su costo, no existe relación alguna entre la "tasa normalizada por reemisión de pasaje" y el costo que supone para Delta o American el transporte de un pasajero.
  

American afirma asimismo que no hemos abordado adecuadamente su preocupación sobre la determinación de la validez de los pasajes, especialmente de los pasajes electrónicos, de pasajeros que quieren ser atendidos en aplicación del artículo 145. No estamos de acuerdo. Seguimos creyendo que, en el caso de los pasajes electrónicos, es razonable que las compañías aéreas adopten medidas para asegurarse de la buena fe del titular del pasaje que pide transporte alternativo. Nuestra sugerencia de que sería apropiado exigir a los pasajeros que aportaran un comprobante de pago y confirmación, como recibos o itinerarios impresos, no pretendía ser exclusiva, sino sólo un ejemplo de los tipos de medidas que podría adoptar un transportista para asegurarse de la validez del derecho de un pasajero a ser transportado conforme al artículo 145. Reconocemos que podría haber casos en los que, sin verificación de la situación del pasajero por parte del transportista fallido, una compañía aérea no pueda confirmar la validez del derecho del pasajero a ser transportado con arreglo al artículo 145. Sin embargo, ese hecho no exige la conclusión de que la única forma para validar la situación de un pasajero es mediante un pasaje impreso o el acceso al sistema de reservas del transportista fallido.  

Tal como hemos dejado claro en nuestros avisos anteriores, comprendemos la preocupación de los transportistas por no sufrir gastos adicionales no compensados al transportar pasajeros con arreglo al artículo 145. No obstante, nos decepciona que ningún transportista, especialmente los que plantearon las objeciones más enérgicas sobre nuestros avisos anteriores, haya decidido facilitarnos información sobre sus costos directos por transportar pasajeros en función del espacio disponible con arreglo al artículo 145.

No obstante nuestra invitación pública a todas las partes afectadas, no hay pruebas en ninguno de los comentarios que se nos han formulado que indiquen que nuestro cargo sugerido de 25 dólares por trayecto para atender a pasajeros con arreglo al artículo 145 sea poco razonable. Tal como dejamos claro informalmente a todos los transportistas que se interesaron al principio, y como queda patente en nuestro aviso de 14 de noviembre, en el que pedíamos comentarios sobre la cuestión de los costos, entendemos que los costos pueden variar en función del transportista. También estamos de acuerdo con quienes han sugerido que el costo para un transportista concreto del cumplimiento de lo previsto en el artículo 145 podría verse afectado por diversos factores, como el número de pasajeros, los costos vigentes del combustible y los mercados e itinerarios correspondientes. Observamos que, de acuerdo con las responsabilidades que nos atribuyen las leyes, incluidas las estipuladas en la ley 49 U.S.C. § 41712, es importante, al aplicar el artículo 145, evitar la incertidumbre y perjuicios innecesarios a la industria y al público. Por tanto, tenemos intención de seguir observando esta situación y trabajar informalmente con todos los transportistas a fin de garantizar que se lleva a cabo en cada situación la intención del Congreso al promulgar el artículo 145.  

Las preguntas relativas a este aviso podrán dirigirse por escrito a Dayton Lehman, Subasesor Jurídico Segundo, Oficina de Ejecución de Normas y de Asuntos Judiciales Relativos a la Aviación, 400 7th St., S.W., Washington, D.C. 20590, o por teléfono, al número (202) 366-9342. 
Firmado:
Read C. Van de Water
Subsecretario de

 Aviación y Asuntos Internacionales

Fecha: 23 de enero de 2003
(SELLO)

Está disponible una versión electrónica de este documento en: 
http://dms.dot.gov/reports
� El incumplimiento por una compañía aérea de lo previsto en el artículo 145 podría constituir una práctica injusta y engañosa que vulnera lo previsto en la ley 49 U.S.C. § 41712. 


� Además, señalábamos que, en virtud del artículo 145, los pasajeros cuyo transporte se ha visto interrumpido disponen de 60 días después de la fecha de interrupción del servicio para hacer gestiones alternativas con una compañía aérea para dicho transporte.


� Señalamos como ejemplos de estos costos los de la nueva emisión de los pasajes, las comidas a bordo adicionales y el costo del incremento de combustible atribuible al transporte de pasajeros adicionales.


� Mucho antes de que se pidieran comentarios formales, funcionarios del Departamento habían aconsejado informalmente a los transportistas que expresaron su preocupación por esta orientación que, en la medida en que experimentaran y pudieran documentar costos directos razonables superiores a 25 dólares, debían tener derecho a recuperar dichos costos según la ley. En aquel momento, los funcionarios del Departamento pidieron expresamente a cada compañía aérea que había expresado su preocupación que facilitara datos que demostrasen que sus costos directos razonables eran superiores a la cantidad estimada de 25 dólares. Ninguna compañía aérea entregó documentación alguna en respuesta a dicha petición informal. Algunas compañías aéreas expresaron también su preocupación por las dificultades para verificar reservas confirmadas de pasajeros titulares de pasajes electrónicos, que no disponían de un pasaje impreso. Los funcionarios del Departamento sugirieron la conveniencia de exigir a esos pasajeros que entregasen un comprobante del pago y de la confirmación, como recibos e itinerarios impresos.


� Ambos transportistas han cuestionado ante la Corte de Apelaciones del Distrito de Columbia los esfuerzos del Departamento para dar orientación en relación con el artículo 145. Véase Delta Air Lines, Inc. and American Airlines, Inc. v. U.S. Department of Transportation, Caso No. 02-1309 (Cir. del D.C. registrado el 8 de octubre de 2002).


� Tenemos razones para creer que este sistema se traduciría en cargos muy superiores a 25 dólares por trayecto. Poco después de que National dejase de operar, America West advirtió verbalmente a un funcionario del Departamento que se hacía pasar por un pasajero de National de que el precio del transporte desde Las Vegas a Chicago y regreso sería de 168,50 dólares. En ese momento, la tarifa de venta en mostrador para cualquier pasajero era de 276 dólares. Tras las averiguaciones realizadas por el Departamento, America West declaró que este sistema ya no se utilizaba en relación con el artículo 145 y que estaba cobrando a los pasajeros de National 25 dólares por trayecto para viajar en lista de espera.


� El artículo 145 no puede considerarse sin un contexto. El Congreso promulgó el artículo 145 en un esfuerzo, al menos en parte, de garantizar cierta ayuda a los consumidores de aviación que pudieran verse afectados negativamente por las graves consecuencias económicas que sufren las compañías aéreas como consecuencia de los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001. Al mismo tiempo que imponía estas nuevas obligaciones a las compañías aéreas, les proporcionó una compensación por un importe total de miles de millones de dólares. 


� Sin embargo, dado que el artículo 145 nada dice sobre la cuestión de si se pueden cobrar tasas por transportar a pasajeros de un transportista que ha dejado de prestar servicio en una ruta, otra posible interpretación podría ser que el Congreso tenía la intención de que los transportistas no cobrasen a los pasajeros ninguna cantidad por el transporte con arreglo al artículo 145.  


� Por esta misma razón, de ser adoptado, el argumento de American de que el Congreso pretendía que los pasajeros asumieran el riesgo de reservar con un transportista débil financieramente vaciaría por fuerza de significado el artículo 145.


� Señalamos que tanto American como Delta cobran una "tasa normalizada por reemisión de pasaje" de 150 dólares para los viajes internacionales.


� Esta información se basa en datos del Estudio sobre Origen y Destino de Pasajeros facilitados al Departamento. La mayoría de los pasajeros adquiere pasajes de ida y vuelta.


�  Además, la postura expuesta en los comentarios formulados por Delta y American no es congruente con la información que nos han facilitado esas compañías aéreas durante nuestras revisiones sobre cuestiones relativas a la competencia. En esos casos, y en actuaciones judiciales seguidas conforme a las leyes antimonopólicas, las compañías aéreas suelen afirmar que el costo de transportar a un pasajero adicional es mínimo, y está integrado en gran parte por tasas del sistema informatizado de reservas (CRS, por sus siglas en inglés) u otras tasas por reserva, tasas de tarjetas de crédito, comisiones, tasas de comercialización y costos menores de combustible y comida. De hecho, un funcionario de Delta nos manifestó hace poco que el costo variable de aceptar a un pasajero adicional es de 25 dólares o menos.  





